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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos el Consejo de Titulares del 

Condominio Golden Tower (“parte apelante” o “el 

Consejo”) mediante un recurso de apelación presentado 

el 23 de mayo de 2016 en el que solicitó la revisión 

de una Resolución dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Carolina, que declaró no ha lugar 

una moción de nulidad de sentencia. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

acogemos el recurso como un certiorari, expedimos el 

auto y CONFIRMAMOS la Resolución recurrida1. 

I. 

El presente caso tiene su génesis en un pleito de 

cobro de dinero presentado por el Consejo de Titulares 

del Condominio Golden Tower contra el Sr. Miguel 

Figueroa por una deuda de cuotas de mantenimiento de 

una propiedad comercial perteneciente al Sr. Figueroa. 

La demanda en ese pleito, F CD2003-0713, se presentó 

                                                 
1 Sin embargo, se mantiene la codificación alfanumérica del 

recurso para fines administrativos. 
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en el 2003. Luego de múltiples trámites procesales, 

las partes transigieron la reclamación. Finalmente, el 

tribunal dictó Sentencia el 28 de julio del 2009. 

Surge de dicha Sentencia que las partes notificaron al 

tribunal sobre un acuerdo de transacción al que habían 

llegado. También surge de la Sentencia que el acuerdo 

de transacción fue aprobado por el Consejo de 

Titulares del Condominio Golden Tower en asamblea 

extraordinaria celebrada el “31” de febrero de 2008, 

según una minuta que se presentó ante el tribunal. 

Ante este escenario, el tribunal acogió la transacción 

y dictó sentencia conforme a ello. 

El 16 de enero de 2015, la Junta de Directores del 

Condominio Golden Tower presentó un segundo pleito de 

cobro de dinero contra el apelado Sr. Figueroa.
2
 El 

tribunal de instancia dictó Sentencia el 27 de octubre 

de 2015 mediante la cual desestimó sin perjuicio el 

pleito porque, a pesar de haber concedido prórroga 

para emplazar correctamente al Sr. Figueroa, la parte 

apelante no lo hizo dentro del término dispuesto por 

el tribunal. Inconforme, el Consejo acudió ante nos 

mediante recurso de apelación. Este Tribunal dictó 

sentencia mediante la cual desestimó el recurso por 

falta de jurisdicción ante su presentación prematura.
3
  

El 11 de agosto de 2015, y dentro del primer caso 

de cobro de dinero, F DC2003-0713, el apelado presentó 

una Moción solicitando cumplimiento de sentencia  y/o 

ejecución de sentencia. Ante esta moción, el foro 

primario emitió una orden en la que concedió 30 días a 

la parte apelante para mostrar causa por la cual no se 

                                                 
2 El número de caso del segundo pleito de cobro de dinero es el F 

CD2015-0063. 
3 Tomamos conocimiento judicial del KLAN201600011. 
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debía acceder a lo solicitado por el apelado. Esta 

orden se notificó el 14 de septiembre de 2015. El 5 de 

octubre de 2015, la parte apelante solicitó una 

prórroga de 30 días que fue concedida mediante orden 

notificada el 14 de octubre de 2015. Posteriormente, 

solicitaron una segunda prórroga de 60 días, que 

también fue concedida mediante orden notificada el 30 

de noviembre de 2015. El tribunal advirtió que no se 

concedería ninguna otra prórroga. 

El 29 de enero de 2016, el Consejo presentó una 

Urgente oposición a moción solicitando cumplimiento de 

sentencia y/o ejecución de sentencia: acción 

independiente de nulidad de sentencia dentro del mismo 

pleito. En la referida moción, alegaron que la 

transacción llevada a cabo en el pleito no fue avalada 

por el Consejo de Titulares. En su escrito de 

oposición, el apelado alegó que la transacción había 

sido aprobada por el Consejo de Titulares en Asamblea 

Extraordinaria, que el Consejo había incumplido los 

términos de dicha transacción y además, que el Consejo 

no podía ir contra sus propios actos al impugnar la 

transacción. Finalmente, adujo que el Consejo había 

desplegado una conducta contradictoria y temeraria y 

que el escrito presentado sobre nulidad de sentencia 

era frívolo. 

 El 25 de febrero de 2016, el tribunal emitió una 

Resolución en la que declaró no ha lugar la solicitud 

de nulidad de la sentencia. El Consejo presentó 

oportunamente una moción de reconsideración que 

también fue declarada no ha lugar.  

Inconforme, la parte apelante presentó el recurso 

ante nos y señaló el siguiente error: 
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Erró el Honorable Tribunal a quo en su 

Resolución dictada el pasado 25 de febrero 

de 2016, y habiendo sido archivada en autos 

su notificación el 1 de marzo de 2016, toda 

vez que, denegó la Moción de Relevo de 

Sentencia presentada por la parte Demandada-

Apelante aquí compareciente, esto, sin la 

celebración de una debida Vista evidenciaria 

conforme lo establecido en nuestro 

ordenamiento jurídico. 

 

 El 24 de junio de 2014 el apelado presentó su 

alegato en oposición. Con el beneficio de su 

comparecencia, disponemos de la controversia de autos. 

II. 

-A- 

En lo sustantivo, el certiorari es un recurso 

extraordinario discrecional expedido por un tribunal 

superior a otro inferior, mediante el cual el primero 

está facultado para enmendar errores cometidos por el 

segundo, cuando “el procedimiento adoptado no esté de 

acuerdo con las prescripciones de la ley”. Artículo 

670 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 

3491.  

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 52.1, es la disposición que delimita 

las instancias en que el Tribunal de Apelaciones 

expedirá un recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia. No obstante, y a pesar 

de que la Regla 52.1, supra, no lo contempla, el 

certiorari es el recurso apropiado para solicitar la 

revisión de determinaciones post sentencia. Véase, IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 339 (2012). 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los 

criterios que este foro debe tomar en consideración al 
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atender una solicitud de expedición de este recurso 

discrecional. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del 

litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 

  

El Tribunal Supremo estableció que estos 

supuestos la Regla 40 de nuestro Reglamento supra, 

adquiere mayor relevancia pues, de ordinario, “no 

están disponibles métodos alternos para asegurar la 

revisión de la determinación cuestionada”. IG Builders 

et al. v. BBVAPR, supra.  

-B- 

 La Regla 49.2 de Procedimiento Civil de 2009, 32 

LPRA Ap. V, R.49.2, provee un mecanismo para que el 

Tribunal releve a una parte de los efectos de una 

sentencia u orden, si se da alguna de las 

circunstancias que dicha disposición contempla.  Según 

la Regla 49.2, supra, las referidas circunstancias son 

las siguientes: 

(a) error, inadvertencia, sorpresa o 

negligencia excusable; 
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(b) descubrimiento de evidencia esencial que, 

a pesar de una debida diligencia, no pudo 

haber sido descubierta a tiempo para 

solicitar un nuevo juicio, de acuerdo con la 

Regla 48; 

 

(c) fraude (incluso el que hasta ahora se ha 

denominado “intrínseco” y el también llamado 

“extrínseco”), falsa representación u otra 

conducta impropia de una parte adversa; 

 

(d) nulidad de la sentencia; 

 

(e) la sentencia ha sido satisfecha, 

renunciada o se ha cumplido con ella, o la 

sentencia anterior en que se fundaba ha sido 

revocada o de otro modo dejada sin efecto, o 

no sería equitativo que la sentencia continúe 

en vigor, o 

 

(f) cualquier otra razón que justifique la 

concesión de un remedio contra los efectos de 

una sentencia. (Énfasis suplido). 

 

Dicha Regla provee un mecanismo procesal post 

sentencia que impide que la utilización de tecnicismos 

y sofisticaciones vulneren los fines justicieros de 

nuestro sistema de derecho. J. A. Cuevas Segarra, 

Tratado de Derecho Procesal Civil, San Juan, 

Publicaciones JTS, 2000, T. II, pág. 783.  

Respecto al término para interponer una moción de 

relevo de sentencia, la regla establece que esta “se 

presentará dentro de un término razonable, pero en 

ningún caso después de transcurridos seis (6) meses de 

haberse registrado la sentencia u orden o haberse 

llevado a cabo el procedimiento”. El Tribunal Supremo 

ha resuelto que, como norma general, es de carácter 

fatal,
 
a menos que se plantee que procede el relevo 

debido a que la sentencia es nula. En tales casos, si 

queda demostrada la nulidad de la sentencia, “resulta 

mandatorio declarar su inexistencia jurídica; ello 

independientemente del hecho de que la solicitud a 

tales efectos se haga con posterioridad a haber 

expirado el plazo de seis (6) meses establecido”. 
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García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 

544 (2010). 

No obstante, este trámite procesal “no es una 

llave maestra para reabrir a capricho el pleito ya 

adjudicado y echar a un lado la sentencia 

correctamente dictada”. Reyes v. E.L.A. et al., 155 

DPR 799, 809 (2001). De igual modo, este remedio no 

puede utilizarse para sustituir la presentación de un 

recurso de revisión o de reconsideración. Piazza v. 

Isla del Río, Inc., 158 DPR 440, 449 (2003). Es decir, 

no procede levantar en una moción de relevo de 

sentencia cuestiones sustantivas que procedían 

levantarse antes de dictarse la sentencia como 

defensas afirmativas.  

Una moción basada en la aludida Regla debe estar 

bien fundamentada, pues sabido es que los dictámenes 

emitidos por nuestros tribunales gozan de una 

presunción de validez y corrección. Cortés Piñeiro v. 

Sucesión A. Cortés, 83 DPR 685, 690 (1961). Así pues, 

no basta que la parte promovente simplemente alegue la 

razón por la cual interesa el relevo de la sentencia, 

sino que debe demostrar mediante preponderancia de la 

prueba los hechos que justifican la concesión del 

remedio que solicita. García Colón et al. v. Sucn. 

González, 178 DPR 527, 542 (2010). 

Al resolver si concede un remedio al amparo de la 

Regla 49.2, supra, es menester que el Tribunal de 

Primera Instancia determine si las circunstancias 

específicas del caso justifican su concesión. Olmeda 

Nazario v. Sueiro Jiménez, 123 DPR 294, 299 (1989). 

Así, de establecerse una buena defensa y alguna 

de las circunstancias previstas en la Regla 49.2 de 
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Procedimiento Civil, supra, y de concluirse además que 

el relevo no ocasiona perjuicio alguno a la parte 

contraria, éste debe ser concedido. De ahí que como 

regla general la existencia de una buena defensa debe 

siempre inclinar la balanza a favor de la reapertura. 

García Colón et al. v. Sucn. González, supra, págs. 

540-541. A pesar de ello, es esencial tener presente 

que la concesión de un remedio al amparo de la Regla 

49.2, supra, es discrecional, excepto en los casos de 

nulidad de la sentencia o cuando ésta ha sido 

satisfecha. Rivera v. Algarín, 159 DPR 482, 490 

(2003). 

Nuestro Tribunal Supremo ha establecido 

reiteradamente que “[u]na persona no tiene derecho a 

que sus reclamaciones adquieran permanencia en los 

tribunales, manteniendo a la otra parte en un estado 

de incertidumbre sin más excusa para su falta de 

diligencia que una escueta referencia a circunstancias 

especiales, descuidos o inadvertencias”. Olmeda 

Nazario v. Sueiro Jiménez, supra, pág. 299. 

III. 

 El Consejo de Titulares del Condominio Golden 

Tower imputó error al tribunal de primera instancia al 

declarar no ha lugar la moción de nulidad de sentencia 

sin la celebración de una vista evidenciaria. Este 

error no se cometió. Veamos. 

 En el 2003, el Consejo presentó una demanda de 

cobro de dinero contra el apelado Miguel Figueroa. 

Luego de varios años de litigio, el 28 de julio de 

2009 el tribunal de primera instancia dictó Sentencia 

en la que acogió una estipulación entre las partes que 
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puso fin a la reclamación incoada. Dicha Sentencia lee 

como sigue: 

A la vista señalada en el presente caso el 16 de 

mayo de 2007 las partes del epígrafe informaron un 

acuerdo el cual debería ser aprobado finalmente por el 

Consejo de Titulares en una Asamblea Extraordinaria, 

la cual se celebró 31 (sic) de febrero de 2008 de la 

cual se anejó copia de la minuta.  

El Consejo de Titulares en la Asamblea 

Extraordinaria se aprobó (sic) la estipulación 

indicada en la vista del 16 de mayo de 2007 y en 

virtud de lo anterior, el Tribunal le imparte su 

aprobación y dicha sentencia íntegramente en todos sus 

términos par que forme parte de esta. (Énfasis 

suplido)  

… 

El 29 de enero de 2016, más de seis años después 

de dictada la Sentencia, el Consejo presentó una 

Urgente Oposición a Moción solicitando cumplimiento de 

Sentencia y/o Ejecución de Sentencia; Acción 

Independiente de Nulidad de Sentencia. En dicha 

moción, solicitó la nulidad de la sentencia al amparo 

de la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, 

porque, según alega ahora el Consejo de Titulares, no 

aprobaron la referida estipulación judicial. El 

Consejo de Titulares pretende ir contra sus propios 

actos al solicitar la nulidad de una sentencia que se 

dictó como consecuencia de una estipulación entre las 

partes. Esta estipulación fue debidamente aprobada por 

el Consejo de Titulares según surge de la sentencia 

cuya nulidad se solicita.  

 Nuestro Tribunal Supremo ha establecido que la 

moción de relevo de sentencia al amparo de la Regla 

49.2 de Procedimiento Civil, supra, no puede 

utilizarse como arma para caprichosamente relitigar un 

pleito adjudicado y dejar sin efecto una sentencia 

correctamente dictada. No procede levantar en una 

moción de relevo de sentencia cuestiones sustantivas 



 
 

 
KLAN201600697 

 

10 

que procedían levantarse antes de dictarse la 

sentencia.  

 Concluimos que el foro apelado actuó 

correctamente al denegar la moción de relevo de 

sentencia. La celebración de una vista evidenciaria, 

no es un requisito mandatorio como alega la parte 

apelante. Todo lo contrario, requerir la celebración 

de una vista en todos los casos, especialmente si de 

la faz de la moción es evidente su carencia de 

méritos, sería obligar a un ejercicio inútil en 

contravención de los principios de economía, rapidez y 

justicia establecidos en la Reglas de Procedimiento 

Civil. Véase Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 

449 (1977). Conforme a lo anterior, resolvemos que la 

denegatoria de la nulidad de sentencia es correcta y 

por tanto, expedimos el auto de certiorari y 

CONFIRMAMOS la Resolución apelada. Se declara no ha 

lugar la Moción al amparo de la Regla 74 presentada el 

23 de mayo de 2016. 

IV. 

 Por todo lo anteriormente expuesto, CONFIRMAMOS 

la resolución apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


